En la Ciudad de Mar del Plata, a los 2 días del mes de setiembre del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1389-AZ1 “LUNA MABEL ALEJANDRA Y OTROS c. PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTROS s. DAÑOS Y PERJUICIOS”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Sardo y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial de Azul dictó sentencia haciendo lugar a la demanda promovida por la Sra. Mabel Alejandra Luna –quien actúa por su propio derecho y en representación de sus hijos menores de edad- y, consecuentemente, condenó a la accionada -Provincia de Buenos Aires- a abonar a la actora en concepto de indemnización la suma de PESOS DOSCIENTOS DIECISIETE MIL SEISCIENTOS OCHENTA ($ 217.680,00). Las costas del proceso se impusieron en el orden causado [v. fs. 388/405].

II. Apelada la sentencia por la parte demandada [v. fs. 409/413] –embate replicado por la actora a fs. 415/416-, declarada la admisibilidad formal del recurso así como extemporánea la presentación del Asesor de Menores [v. fs. 423/424], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear la siguiente:

CUESTION
¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I.1. A fs. 388/405 el a quo dictó sentencia haciendo lugar a la demanda promovida por la Sra. Mabel Alejandra Luna –quien actúa por su propio derecho y en representación de sus hijos menores de edad- y, consecuentemente, condenó a la accionada -Provincia de Buenos Aires- a abonar a la actora en concepto de indemnización la suma de PESOS DOSCIENTOS DIECISIETE MIL SEISCIENTOS OCHENTA ($ 217.680,00).

Precisando los antecedentes de la causa, tuvo por cierto que: (i) Juan Ramón Figueroa fue detenido el día 24-02-2004 por el delito de abuso sexual agravado, y alojado en dependencias de la Comisaría Primera de Olavarría, aislado del resto de los internos, en el pabellón de mujeres, junto al co-imputado Guillermo Fabián Porcel; (ii) el 18-03-2004 se dictó el auto de prisión preventiva y con fecha 15-04-2004 se dispuso el traslado a la Unidad Penitenciaria n° 2 de Sierra Chica; (iii) con fecha 16-03-2004 el Sr. Defensor Oficial interpuso un hábeas corpus verbal, el que se rechazó mediante pronunciamiento de fecha 17-04-2004; (iv) con fecha 19-04-2004 Figueroa se quitó la vida, colgándose con un dogal de fabricación propia mediante la utilización de la funda de una almohada, en la reja del baño del calabozo.

En tal contexto, indicó que la cuestión a decidir se centraba en determinar si el suicidio del Sr. Figueroa era consecuencia de una deficiente prestación del servicio de quienes tenían a su cargo la custodia del detenido y, en su caso, si correspondía resarcir los daños pretendidos y en qué medida.

Señaló que el caso debía analizarse desde la órbita del Derecho Público, más precisamente en el campo de la responsabilidad extracontractual del Estado. Con sustento en precedentes de la Corte local precisó que quien contrae la obligación de prestar un servicio, lo debe realizar en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido, respondiendo de los perjuicios que causare su incumplimiento o irregular ejecución. Tal idea objetiva de falta de servicio encuentra su fundamento en la aplicación por vía subsidiaria del art. 1112 del Código Civil, que establece un régimen de responsabilidad por los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus misiones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas.

Consideró que de los antecedentes fácticos y probatorios reunidos en autos quedaba acreditada la prestación irregular de los funcionarios policiales responsables de la custodia del Sr. Juan Ramón Figueroa, derivando de ello un daño “con apropiado nexo de causalidad que apontoca en la falta de servicio” y compromete a la demandada con basamento en el art. 1112 del Código Civil y artículo 18 de la Constitución Nacional, cláusula esta última que impone el deber primario del Estado de garantizar la seguridad y la integridad de toda persona detenida.

Descartó la aplicación en la especie de la eximente de responsabilidad prevista en el artículo 1111 del Código Civil. Aunque el fallecimiento del Sr. Figueroa ocurriera como consecuencia de la propia conducta de la víctima –suicidio-, a su entender, incumbía a la accionada adoptar todas las medidas para neutralizar dicho desenlace, máxime cuando tal accionar resultaba una concreta posibilidad ante el padecimiento o mortificación que implica de por sí la privación de la libertad.

Agregó que la obligación del Estado de prevenir y evitar daños en la integridad física de los detenidos se desprendía tanto de los textos constitucionales como de los tratados internacionales.

A mayor abundamiento, remarcó que las normas sobre el trato y condiciones de detención también aplicables al caso -Reglamento de Detenidos de la Policía de la Provincia de Buenos Aires aprobado por Resol. N° 36381/77- fijaban las pautas que deben cumplirse por el personal policial en el trato y cuidado de las personas privadas de su libertad. Entre tales normas, resaltó que el artículo 5 impone a la autoridad estatal “asegu[rar] la integridad física del detenido”.

Por su parte, indicó que los arts. 32 a 35 de la señalada reglamentación contenían patrones de conductas a seguir en caso de afecciones en la salud de los detenidos y que, en la especie, a pesar del ánimo depresivo del Sr. Figueroa –que tuvo por acreditado de los dichos de los funcionarios de la Defensoría Oficial y de las esquelas halladas al momento de su muerte- fueron incumplidos, desde que ninguna constancia existe en cuanto a que se le hubiera brindado al detenido, al menos, asistencia mediante un profesional especialista en psicología.

Ponderando las declaraciones testimoniales de fs. 296/298 (Dra. Retegui -por entonces Secretaria de la Defensoría Oficial n° 2 de Olavarría-) y de fs. 315 (Dr. Marcelli –Defensor Oficial del fallecido-), tuvo por acreditado que el Sr. Figueroa se encontraba con un estado de ánimo depresivo, “motivado por la circunstancia de encontrarse imputado de un delito contra la honestidad, detenido y con la expectativa cierta y a corto plazo de ser trasladado a una unidad carcelaria, con las probables consecuencias físicas para su persona, en razón del conocido código carcelario que impone a los acusados de delitos sexuales un castigo -a manos de los demás internos- similar al daño supuestamente infligido por aquéllos a sus víctimas”. En suma, aseveró que el estado de ánimo del detenido no podía desconocerse ni pasar desapercibido a quienes tenían a su cargo el cuidado del Sr. Figueroa.

Para más, agregó que: (i) las esquelas atribuidas por la actora a su esposo –aunque carecían de fuerza probatoria autónoma- constituían un aspecto más a considerar como indicio o atisbo del estado de ánimo del Sr. Figeuroa; (ii) la condición psíquica del detenido permitía esperar el desenlace fatal finalmente ocurrido; (iii) la pericia de ADN practicada en la causa penal –aunque tardía- demostraba la inocencia del Sr. Figueroa; (iv) el fallecido carecía de antecedentes penales. Tales circunstancias –remarcó- contribuyen aún más a reforzar la convicción sobre los íntimos padecimientos que sufría el Sr. Figueroa “que como cualquier ciudadano probo que se sabe inocente, se encuentra repentinamente sometido a una situación límite como lo es la privación de su libertad, acusado por un delito sexual, con la consiguiente estigmatización por parte de la sociedad hacia quienes como él se encuentran imputados por este tipo de hechos”.

Determinada entonces la responsabilidad estatal derivada de la defectuosa o anormal prestación del servicio de custodia de los detenidos, procedió a determinar la procedencia de los rubros indemnizatorios reclamados y su quantum.
En cuanto al rubro reclamado como “valor vida humana”, resaltó que la muerte de una persona, además de las consecuencias de índole afectiva, ocasionaba otras de orden patrimonial para cuya cuantificación se debe ponderar la naturaleza de la actividad productiva y las consecuencias que sufren aquellos que eran destinatarios de todos o parte de los bienes económicos que el extinto producía, desde el mismo instante en que esa fuente de ingresos se extingue.

Indicó que de las constancias de la causa se desprendía que el Sr. Figueroa y su grupo familiar eran de condición humilde, que el difunto realizaba como actividad económica la de changuista, que al momento del deceso contaba con 29 años de edad, que la actora era ama de casa [con dos hijos y uno gestándose al momento del evento] y que luego de la muerte de su marido subsistía con los ingresos provenientes de un plan social y la asistencia que le proporcionaban sus vecinos. Bajo tales parámetros, estimó adecuada la suma de PESOS CIENTO CUARENTA MIL ($ 140.000,00) en concepto de valor vida.

Respecto del daño moral, recordó que jurisprudencial y doctrinalmente se lo conceptualizaba como la lesión en los sentimientos que determina dolor o sufrimiento físico, inquietud espiritual o agravio a las afecciones legítimas y –en general- toda clase de padecimientos insusceptibles de apreciación pecuniaria y que su objeto se direcciona a indemnizar el “quebrante” que supone la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un valor esencial en la vida del hombre y que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor y los más caros afectos.

Reconoció la legitimación de la accionante y sus hijos para reclamar -conforme al art. 1078 del Código Civil- la indemnización del daño moral, y la fijó en la suma de PESOS SETENTA MIL ($ 70.000,00). 

Por útlimo, pronunciándose sobre el restante rubro reclamado -daño psicológico-, y luego de conceptualizarlo como “aquel que tiene por objeto resarcir el menoscabo producido por el hecho en los procesos mentales conscientes o inconscientes, con alteración de la conducta y de la voluntad”, solamente lo tuvo por acreditado –previo análisis de la pericia psicológica practicada en la causa- respecto de la menor Karen Katherine Figueroa.

En concreto, fijó en la cantidad de PESOS SIETE MIL SEISCIENTOS OCHENTA ($ 7.680,00) la indemnización debida para costear el tratamiento terapéutico que le permita a la niña Karen Katherine superar el trauma padecido.
2. Contra el mentado pronunciamiento se alza a fs. 409/413 la accionada solicitando se lo revoque en todos sus términos.

Estructura su crítica indicando: (i) que no se ha acreditado la defectuosa prestación del servicio; (ii) que se ha omitido ponderar –en los términos del art. 1111 del Códico Civil- la incidencia que la conducta del Sr. Figueroa y; (iii) ad eventum considera excesiva las sumas de condena fijadas en sentencia y solicita se las disminuya.

Postula como desacertado, parcial e insuficiente la lectura que del precedente de la Suprema Corte recaído en la causa L. 70.107 “Gimenez” efectúa el a quo, desde que, la solución a la que se arriba en la especie se aparta de la doctrina legal vigente en materia de responsabilidad estatal.

Resalta que en casos como el debatido, en donde es el propio hecho del Sr. Figueroa –suicidio- el que desencadena el evento, debe ponderarse la incidencia de la culpa de la víctima en los términos del artículo 1111 del Código Civil. De tal manera –ahonda- y al igual que sucede en el sistema instaurado por el artículo 1113 del Código Civil, en el ámbito de la responsabilidad del Estado por falta de servicio “la excepción a la responsabilidad objetiva debe ser la culpa de la víctima”.

En suma, considera que el suicidio del Sr. Figueroa exime de toda responsabilidad al Estado provincial. De lo contrario –remarca- se le estaría imponiendo una obligación de cumplimiento imposible con la consecuente carga de tener que indemnizar a todos aquellos sujetos que, conociendo que sus días termirán tras las rejas decidieran quitarse la vida con el objeto de beneficiar a sus familiares.

Remitiendo a las postulaciones efectuadas en el escrito de contestación de demanda, reitera la imposibilidad de exigírsele al Estado que asuma de manera absoluta la obligación de impedir suicidios en los establecimientos carcelarios. De ser ello así, “debería colocársele al presunto suicida un chaleco de fuerza y encerrarlo entre paredes almohadonadas”.

Resalta que no se ha acreditado en la especie la deficiente prestación del servicio de custodia del detenido y agrega que válidamente no podría reclamarse a quienes tienen la obligación de vigilar a los internos que se dediquen “las veinticuatro (24) horas del día” a “mirarlos”. Menos aún –agrega- podría censurarse la conducta estatal de proveer sábanas o almohadas a los internos.

En suma, estima que en todos los establecimientos carcelarios y comisarías del país existen internos acongojados y preocupados, así como también rejas y sábanas, resultando imposible evitar que los reclusos se dañen a sí mismos.

Ad eventum, peticiona la reducción de los montos de condena, y remarca que de las constancias de la causa no surge acreditada ni la actividad del Sr. Figueroa ni la existencia de daño psicológico. Además, la accionante –más allá de los inconvenientes iniciales- ha logrado rehacer su vida espiritual y económica.

Postula –a modo de ejemplo- que la suma de condena fijada en concepto de “valor vida” resulta por demás excesiva y que, dado su falta de correlato con los antecedentes de la causa, le impide efectuar una adecuada impugnación.

Para más, asevera que la situación económica de la accionante es actualmente mejor que cuando vivía el Sr. Figueroa, desde que la nueva pareja tiene mayores ingresos.

3. Materializando su derecho a réplica, la accionante solicita se confirme el pronunciamiento de fs. 388/405.

Resalta que la pieza recursiva no constituye un crítica concreta y razonada del fallo apelado y solicita se declare la deserción del recurso.

Considera acertado el razonamiento efectaudo por el a quo por cuanto constituye un deber insoslayable del Estado custodiar y proteger a las personas privadas de su libertad, adoptando las medidas pertinentes para evitar que las condiciones del lugar de encierro faciliten la configuración de un daño en su persona.

Además, recuerda que el Sr. Figueroa había anunciado la posibilidad de quitarse la vida y ni siquiera habiéndose interpuesto un habeas corpus para evitar el suceso, se logró que la autoridad adoptara los debidos recaudos de seguridad.

Finalmente, asevera que los montos de condena resultan ajustados a derecho.

II. El recurso no prospera.

1. La demandada se agravia de la sentencia recaída en la instancia por la cual se le atribuye, en los términos del artículo 1112 del Código Civil, el deber de resarcir los daños y perjuicios ocasionados como consecuencia de la muerte del Sr. Juan Ramón Figueroa acaecida el día 19-04-2004 en dependencias de la Comisaría 1° de la ciudad de la Olavarría.

Aduce que el a quo ha incurrido en una errónea interpretación de las circunstancias fácticas involucradas, arguyendo: (i) que no se encuentran configurados los presupuestos para encuadrar el obrar de los funcionarios policiales en el marco del concepto de “falta de servicio”; (ii) que se ha omitido ponderar –en los términos del art. 1111 del Código Civil- la incidencia de la conducta del Sr. Figueroa en el suceso, y la consecuente configuración de la eximente de responsabilidad tipificada como “culpa de la víctima” y; (iii) que el quantum indemnizatorio determinado en concepto de valor vida humana, daño moral y daño psíquico resulta desproporcionado.

2. Adentrándome a la solución de las cuestiones planteadas, recuerdo que la Corte Federal en el precedente de Fallos 318:2002 sostuvo que es un principio constitucional el que impone que las cárceles tengan como propósito fundamental la seguridad y no el castigo de los reos detenidos en ellas, proscribiendo toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija (cfr. argto. art. 18 de la Constitución Nacional).

Tal cláusula constitucional, dado su carácter operativa, impone al Estado la obligación y responsabilidad de dar a quienes estén cumpliendo una condena o una detención preventiva la adecuada custodia, que se manifiesta también en el respecto de sus vidas, salud e integridad física y moral (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 330:1135). Es que, la seguridad, como deber primario del Estado, no solamente importa el resguardar los derechos de los ciudadanos frente a los hechos delictivos sino también, los de los propios detenidos –condenados o no-, cuya readaptación social se constituye en un objetivo superior del sistema y al que no sirven formas desviadas de control carcelario (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 326:1269).

En particular, en cuanto al derecho a la integridad física de los detenidos, la Corte Federal señaló que no solamente implica que el Estado debe respetarlo [obligación negativa], sino que, además, requiere que adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlo [obligación positiva], en cumplimiento de su deber general establecido en el artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 328:1146).

En idéntico sentido, el Cimero Tribunal provincial sostuvo que es deber primario del sistema carcelario la celosa custodia y seguridad de los encartados, debiendo tender no sólo a preservar la vida y la integridad de aquellos que están privados de su libertad ambulatoria y a promover la readaptación social, sino también a evitar que el quiebre y desborde de tal deber de custodia y seguridad por los penados o detenidos derive en daños a ellos mismos o terceros (cfr. doct. S.C.B.A. causa L. 71.070 “Giménez”, sent. de 23-XII-2003).

3. A partir de la reseñada construcción jurisprudencial, corresponde verificar si la falta de servicio que imputara el juez de grado para responsabilizar al Estado en la presente causa, se configura en la especie.

Se encuentra acreditado en el sub examine -y no controvertido- que con fecha 19-04-2004 se produjo el fallecimiento por suicidio del Sr. Juan Ramón Figueroa mientras se encontraba detenido en la Comisaría 1° de la ciudad de Olavarría, utilizando un dogal con sábanas atado a la reja del baño.

Haciendo mérito de tales circunstancias la sentencia apelada luce ajustada a derecho en cuanto condena al Estado provincial imputándole responsabilidad por la omisión de los agentes encargados de velar por la seguridad del interno, quienes incumplieron con el apropiado deber de cuidado frente al conocido estado emocional del interno, indicio del potencial autoatentado contra su vida que finalmente aconteció.

Adviértase que la omisión en brindar acabado cumplimiento de los deberes primarios señalados en el apartado 2 de este voto constituye –tal como acertadamente remarcara el a quo- una irregular prestación del servicio a cargo de la autoridad estatal, al importar un claro apartamiento no sólo del principio general sentado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sino de aquel que el constituyente local plasmó en el artículo 30 de la Carta Magna provincial al establecer que “las prisiones son hechas para seguridad y no para mortificación de los detenidos” (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 329:3065).

En reiteradas oportunidades ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con sustento en el artículo 1112 del Código Civil, que quien contrae la obligación de prestar una servicio –en el caso, el establecimiento de un régimen carcelario donde la seguridad e integridad de los detenidos sea garantizada- lo debe hacer en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 306:2030; 307:821; 315:1892; 330:2748; 331:1690). En idéntico sentido ha sostenido la Suprema Corte provincial que, en tanto se encuadren supuestos como el de autos en los cánones de la responsabilidad consagrada por los arts. 43, 1112 y 1113 1er. párrafo del Código Civil como daños derivados por las acciones u omisiones de quienes dirigen o administran el establecimiento de reclusión o por sus subordinados o dependientes, en razón de las falencias en la organización o en la ejecución del deber de vigilancia y cuidado de los detenidos bajo su custodia, el Estado debe responder (cfr. doct. S.C.B.A. causa L. 85.940 “Guerra”, sent. de 27-XI-2006).
En la especie, las condiciones adecuadas de prestación del servicio vienen impuestas por la garantía consagrada en los artículos 18 de la Constitución Nacional y 30 de la provincial, así como –debido al particular lugar donde aconteció el evento dañoso- por el Reglamento de Detenidos de la Policía de la Provincia de Buenos Aires [Res. N° 36381/77, glosada a fs. 348/355] cuyo texto invoca la sentencia en crisis y respecto del cual ninguna referencia practica el apelante. Tal régimen impone a la autoridad estatal el deber de adoptar las medidas de seguridad necesarias para resguardar la integridad física del detenido [art. 5], para lo cual expresamente se exige (i) retirar “todo otro elemento” que pudiera servir para que el encartado atente contra su vida [art. 8]; (ii) garantizar que las celdas “ofrezcan las máximas condiciones de seguridad” [art. 26] y; (iii) someter al apresado a exámenes médicos semanales [art. 32] de manera de tal de afianzar los derechos de atención y tratamiento integral para la salud [v. circular de fecha 19-04-2001 obrante a fs. 358]. No obstante las precisas obligaciones funcionales, en la especie, ellas ni siquiera fueron puestas en práctica cuando bien debieron extremarse los recaudos al conocerse, por la autoridad policial, la situación emocional del sujeto privado de libertad, lo que tornaba esperable la posterior conducta suicida.

En esta parcela no paso por alto que el detenido había evidenciado ante las autoridades policiales y judiciales una voluntad suicida. De la declaración testimonial practicada por Dr. Marselli [quien interviniera como Defensor Oficial del Sr. Figueroa en el proceso penal] surge que: (i) el detenido había manifestado frente al personal policial que ante el eventual traslado a la Unidad Penitenciaria de Sierra Chica se quitaría la vida; (ii) tal circunstancia –intención suicida- fue informada al Juzgado de Garantías interviniente con el objeto de que se adoptaran las medidas preventivas necesarias; (iii) se interpuso un habeas corpus el mismo día en que el imputado manifestara su voluntad de quitarse la vida.

A lo anterior cabe agregar la declaración testimonial de otro funcionario judicial perteneciente a la Defensoría Oficial N° 2 del Departamento Judicial de Olavarría [Dra. María de los Ángeles Retegui] quien manifestara que: (i) alertada por la cónyuge del detenido se acercó al lugar de detención donde el Sr. Figueroa le manifestó su tendencia suicida; (ii) el personal policial de servicio conocía las intenciones del reo de quitarse la vida; (iii) se anotició personalmente a la Secretaria del Juzgado de Garantías el estado de ánimo del detenido.

Ninguna crítica fue formulada por la representación estatal sobre la idoneidad de los deponentes o tan siquiera sobre el modo en que aconteció el conocimiento de la voluntad suicida del apresado por parte de los agentes policiales (ver alegato, donde se cuestiona más la actuación de los funcionarios de la defensa pública en torno al deficiente planteo de habeas corpus que los dichos en torno al anoticiamiento de los agentes de servicio, cfr. fs. 362 vta./364; en el recurso de apelación no existe denuncia de errónea valoración de dicha testimonial por el juez de grado). Y tal omisión procesal cierra cualquier decurso argumental que al respecto podría formularse en Alzada, por cuanto la jurisdicción de los tribunales de segunda instancia está limitada por el alcance de los recursos concedidos; si se prescinde de esa limitación y se resuelven cuestiones que han quedado firmes, se causa agravio a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y la propiedad [conf. C.S.J.N. Fallos 260:216; 268:323; 276:216; 281:300; 301:925; 304:355: 307:948; 310:999; cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 94.251 “F., R.”, sent. del 6-XII-2006; Ac. 89.165 “Rodríguez”, sent. del 16-V-2007; doct. esta Cámara causa A-503-DO0 “Chimento”, sent. del 22-V-2008, C-1429-AZ1 “Elisio”, sent. del 4-XII-2009; C-1475 MP1 “Marchesini”, sent. del 06-IV-2010].

Así entonces, los antecedentes de la causa patentizan que el suceso ocurrido el 19-04-2004 en la Comisaría 1° de la ciudad de Olavarría comprometen la responsabilidad estatal, desde que resultan demostrativos de la irregular prestación del servicio a cargo de la autoridad policial (cfr. argto. doct. C.S.J.N. Fallos 321:1776; 325:1277) al configurarse en la especie un defectuoso cumplimiento del deber de custodia y seguridad del detenido (cfr. doct. esta Cámara causa R-1187-MP2 “Guzmán”, sent. de 27-VIII-2009).

4. Precisado lo anterior, adelanto que tampoco merece recibo la pretensión eximente de responsabilidad esgrimida por el apelante en los términos del artículo 1111 del Código Civil.

Liminarmente cabe indicar que, el hecho de la víctima susceptible de desplazar la responsabilidad del accionado importa la ejecución de una conducta que intervenga total o parcialmente en la producción del suceso dañoso. El protagonismo como autor material del hecho debe desvincular la relación de causalidad entre el evento nocivo y los daños causados, pero no debe ser a su vez, imputable al demandado. Si el hecho de la víctima es atribuible al demandado, no es idóneo para eximir de responsabilidad. Con todo, el accionado no debe ser causa de la realización de esa conducta por el damnificado, pues de otro modo, la acción de la víctima no sería autónoma, sino consecuencia del acto del ofensor (cfr. doct. S.C.B.A. causa L. 87.748 “D. P., J. L.”, sent. de 12-IX-2007).

Entonces, respecto de la pretendida eficacia del evento suicida como eximente de responsabilidad estatal, debe determinarse si resultaba previsible que aconteciera el suceso examinado. Y aunque resulta indubitado que fue la intencionalidad del propio sujeto de quitarse la vida, tal eventualidad no puede reputarse en la especie como inesperada o sorpresiva para quienes tenían el deber de custodiar al detenido (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 332:2842; S.C.B.A. causa A. 69.485 “Lobato”, sent. de 30-IX-2009), en atención a los elementos de cognición que constituyeron serios indicios del desenlace luctuoso sobreviniente.

Contrariamente a lo argumentado por el recurrente, no ha sido desvirtuado en el recurso que los funcionarios policiales conocían el delicado estado de ánimo del recluso y la anunciada decisión de poner fin a su vida en caso de que –tal como sucediera- se dispusiera su traslado a la Unidad carcelaria de Sierra Chica. De tal manera, el suicidio -dada su previsibilidad- no luce sino como una consecuencia de la omisión por parte de la autoridad estatal en brindar las condiciones apropiadas de contención y cuidado del recluso, que le hubieran permitido cumplir adecuadamente con la finalidad del régimen carcelario (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 318:2002 cit.; 332:2842 cit.).

Para más, la señalada omisión de los funcionarios estatales traduce una palpable desaprensión frente a la intención suicida del interno y un inocultable desdén por su integridad personal. Desoir aquellas señales, sin tan siquiera adoptar medidas de contención posibles y hasta esperables –apoyo psicológico, vigilancia continua, facilitación del régimen de visitas, entre otros posibles cursos de acción que desviaran el foco de atención por fuera de la decisión suicida- exterioriza un desinterés y abandono estatal –más allá del reduccionismo pueril que se formula en el recurso de apelación- sobre la suerte del detenido cuya resocialización constituye el norte del sistema represivo.

Y esa misma desaprensión nutre el no menos repulsivo argumento del representante estatal de pretender presentar el suicidio del encartado como encubriendo una segunda intención de beneficiar económicamente a su familia por vía de esta acción resarcitoria posterior. Tal visión economicista deja al más brutal desamparo los errados criterios del Estado provincial en el tratamiento de los sujetos privados de libertad, por cuanto la vida del apresado se reduce a un bien transable que se sacrifica en beneficio de otros. Mal puede este votante convalidar semejante desatino discursivo.

Por ello, acierta el juez de grado en restar toda incidencia exculpante de responsabilidad estatal al accionar suicida del encarcelado. Y ello se refuerza aún más cuando se pondera –de un lado- la afectación que sobre la psiquis del sujeto privado de libertad produce la imputación de un delito de índole sexual [que atendiendo al resultado de la pericia de ADN obrante a fs. 592/593 del expediente 5079/04 agregado como prueba documental permitiría excluir la participación del Sr. Figueroa en el ilícito penal] y –del otro- las condiciones de detención [tal lo que se desprende de la declaración testimonial del Sr. Defensor Oficial –v. fs. 315-] precarias, en celdas impropias para su fin y en violación de las condiciones fijadas por el Reglamento de Detenidos en Comisarias, a punto tal que con posterioridad fueron clausuradas por orden del Sr. Juez de Ejecución Penal del Depto. Judicial de Azul.

5. En suma, no puedo más que apreciar el acierto del juicio del magistrado de grado en cuanto a que la causa adecuada del suceso dañoso no ha sido sino la transgresión en que ha incurrido la autoridad estatal al omitir cumplir adecuadamente las obligaciones que constitucional y reglamentariamente le fueron impuestas cuando medió anoticiamiento de la intención suicida del encartado, nexo causal que de ningún modo se ha visto interrumpido parcial o totalmente por su voluntad de autodaño.

6. Resta, por último, abordar el agravio relacionado al quantum indemnizatorio fijado por el a quo. En tal parcela, la pieza recursiva dista de resultar una crítica concreta y razonada.

Así, los argumentos esgrimidos por el apelante se limitan a argüir que “… los montos de condena resultan en exceso elevados…” [v. fs. 412, 6° párrafo], sin adicionar más razón que su lacónica discrepancia con el examen efectuado en la instancia sobre las probanzas de autos.

En ese contexto, es dable poner de rasalto que la mera disconformidad del apelante luce insuficiente para apartarse de las ponderaciones efectuadas en la sentencia de grado para determinar tanto la procedencia como el quantum indemnizatorio de los rubros identificados como “daño moral”, “valor vida” y “daño psicológico”.

a. Sin perjuicio de lo anterior, y para mayor satisfacción del recurrente, recuerdo que en relación a la prueba del daño moral y su procedencia, recientemente la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, por mayoría, ha sostenido que no siempre ha de tenerse por configurado el daño moral por aplicación del aforismo latino res ipsa loquitur –como parecería pretender la aquí actora-, pues si bien es posible que, en razón de las particularidades de cada caso, se arribe al resultado en virtud del empleo de presunciones hominis, en principio, la procedencia de la condena indemnizatoria ha de depender de la suficiente alegación que del menoscabo formule el reclamante (cfr. doct. S.C.B.A. causa C. 102.151 “Fernández”, sent. de 12-VIII-2009) [subrayado agregado]. No partir de la presunción del daño moral significa que el perjuicio a esa esfera personal del afectado no ha de reputarse como un efecto necesario del hecho ilícito, sino que es preciso que en el proceso sea objetivada la lesión o repercusión negativa sobre la esfera vital invocada por el demandante (cfr. esta Cámara causa C-1624-DO1 “Ferrari”, sent. de 13-IV-2010).

Y si bien tal doctrina legal descarta que en todos los casos la indemnización procede in re ipsa, no puedo sino tenerlo por configurado tanto respecto de la Sra. Mabel Alejandra Luna como de los menores Steven Damián, Juan Jesús Marcelo y Karen Katherine Figueroa –cónyuge e hijos menores del interno fallecido cuya custodia se hallaba a cargo de las autoridades estatales [cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 52.174 “Mreued”, sent. del 22-XI-2006, -en particular el análisis histórico de la doctrina efectuada por el Doctor Soria en el considerando b) del apartado II de su voto].

En lo relativo a su cuantificación, y siendo que tal actividad no se encuentra sujeta a cánones objetivos, sino a la prudente ponderación de las repercusiones negativas del suceso (cfr. argto. doct. S.C.B.A. causas B. 56.478 “García”, sent. del 27-IV-2004; B. 56.525 “M., A.”, sent. del 13-II-2008; B. 51.992 “P., A.”, sent. del 7-V-2008; B. 51.148 “C., H. L.”, sent. del 18-VI-2008; esta Cámara causa G-1049-DO1 “Buzid”, sent. del 16-IV-2009), no advierto elemento alguno de entidad que permita descalificar la determinación a la que arribara el magistrado de la instancia (cfr. doct. esta Cámara causa C-1394-MP2 “Blanco”, sent. de 30-III-2010).

b. Idéntica suerte merece el agravio vertido en cuanto la cuantificación del rubro “valor vida”.

Es que, siendo que mediante este rubro se persigue reparar las consecuencias que sobre otros patrimonios acarrea la brusca interrupción de una actividad creadora, productora de bienes (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 325:1277 cit.) y que para fijar la indemnización por el valor vida es menester computar las circunstancias particulares de la víctima y de los damnificados: edad, grado de parentesco, posición económica, expectativa de vida –entre otras variables- (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 317:1006), la suma fijada por el magistrado de grado luce proporcionada y ajustada a las condiciones acreditadas en la causa.

No mejor fortuna cabe dispensar al argumento del apelante cuando informa que “… a escaso tiempo del deceso del Sr. Figueroa [la accionante] logró rehacer su vida tanto en lo espiritual al encontrar nueva pareja como en lo económico pues su nueva pareja tiene trabajo fijo…”. Resulta inadmisible pretender ventilar cuestiones que, por resultar ajenas a la causa y propias de la vida privada de las partes, se encuentran exentas de ser siquiera meritadas por este Tribunal en esta parcela del fallo recurrido (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 317:1684).

c. En cuanto al restante rubro individualizado en la sentencia de grado, esto es, el daño psicológico, éste fue debidamente analizado por el juzgador, reconociéndolo solamente respecto de la menor Karen Katherine Figueroa, fijando su cuantía en la suma de PESOS SIETE MIL SEISCIENTOS OCHENTA ($ 7.680,00) –en atención al costo estimativo de la terapia psicológica-, lo que no fue motivo de una crítica concreta y precisa por parte del apelante (argto. art. 260 del C.P.C.C.).

En tal contexto, es preciso rememorar que la postulación recursiva requiere una articulación seria, fundada, concreta y objetiva de los errores de la sentencia, punto por punto, junto con la demostración de los motivos para considerar que ella es errónea, injusta o contraria a derecho (cfr. doct. esta Cámara  causas A-503-DO0 “Chimento”, sent. de 22-V-2008; A-830-BB0 “Urra”, sent. de 11-XII-2008; A-1243-MP0 “Goicochea”, sent. de 10-III-2009; C-1640-DO1 “Giovanazzi”, sent. de 27-V-2010)). La eficacia de esta vía recursiva se encuentra condicionada a la realización de un examen razonado y minucioso del pronunciamiento atacado, refutando pormenorizadamente los fundamentos de hecho y de derecho en los cuales él descansa, y -en su caso- poniendo de relieve –concreta y detalladamente- las circunstancias o elementos no tenidos en cuenta o mal interpretados por el sentenciante de grado, de los cuales se desprenda una conclusión opuesta a la recaída en el fallo impugnado (argto. doct. S.C.B.A., causa Ac. 76.615 “Moliner”, sent. de 11-VII-2001; esta Cámara causas A-1369-MP0 “De los Santos”, sent. 21-V-2009; C-1436-MP2 “Bernuzzi”, sent. de 13-IV-2010; G-1168-MP1 “Levis”, sent. de 23-VI-2010).

Desde tal atalaya, entonces, no luce desatinado calificar al agravio en estudio como apartado de tales exigencias inexcusables (cfr. doct. arts. 260 y 261 del C.P.C.C.) correspondiendo en consecuencia, confirmar el quantum indemnizatorio fijado por la sentencia para los rubros daño moral, valor vida humana y daño psicológico.

III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo, desestimar el recurso de apelación interpuesto a fs. 409/413 y, en consecuencia, confirmar el pronunciamiento de grado en cuanto fue materia de agravios. Las costas de esta instancia deberían imponerse en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

A la cuestión planteada, voto por la negativa.

La señora Juez doctora Sardo, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la cuestión planteada por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I. Con el debido respeto, he de disentir con la solución propugnada por mi distinguido colega doctor Riccitelli, a la que adhiriera la Dra. Sardo, lo que me obliga a fundamentar la decisión que auspicio en lo que sigue, sin que ello me impida suscribir íntegramente la prolija reseña de antecedentes incluida en los puntos I. y II. (numerales 1 y 2) de su voto.

1. La cuestión a decidir en la presente causa, se centra en determinar la existencia –o no- de responsabilidad estatal por omisión –configurativa de una falta de servicio-, en que incurriera personal integrante de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, en ocasión del alojamiento del señor Juan Ramón Figueroa en dependencias de la Comisaría 1ra. de la ciudad de Olavarría donde, con fecha 19-04-2004, el nombrado puso fin a su vida, ahorcándose mediante la utilización de la funda de una almohada –a modo de cuerda o dogal-, asida de la reja del baño contiguo al calabozo que ocupaba.

La sentencia de grado estimó favorable –aunque parcialmente, por la reducción de los importes pretendidos- el reclamo indemnizatorio instado, declarando la responsabilidad extracontractual del Estado provincial en el caso, por considerar que el suicidio del señor Figueroa resultó consecuencia de una deficiente prestación del servicio de quienes tenían a su cargo su custodia y fijando, en virtud de ello, un resarcimiento pecuniario. Todo ello, básicamente, con cita de los arts. 1112 del Código Civil; 18 de la Constitución Nacional y normas de la Res. 36381/77, Reglamento de Detenidos de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Para así decidir, ponderó -en gran medida- las pautas de conducta que tales normativas –y su interpretación y aplicación jurisprudencial consiguiente- fijan para el personal policial o penitenciario en el trato y cuidado de las personas privadas de su libertad, las que resaltan, entre otras, la carga de asegurar la integridad física de las personas detenidas, privadas de su libertad.

Tuvo primordialmente en cuenta asimismo: i) de las declaraciones testimoniales de los funcionarios de la Defensoría Oficial obrantes a fs. 296/298 (Dra. Retegui) y 315 (Dr. Marcelli), que el detenido se encontraba con un estado de ánimo depresivo, situación que no podía desconocerse ni pasar desapercibida a quienes tenían a su cargo su cuidado o custodia; ii) de las misivas atribuidas por la actora al encartado Figueroa, que de su contenido podía desprenderse indicio o atisbo de su estado espiritual; y iii) de la condición psíquica del nombrado, que ella permitía esperar el desenlace fatal finalmente ocurrido.

Frente a tal panorama, formó convicción en sentido favorable a la pretensión resarcitoria promovida.

2. Al expresar agravios a fs. 409/413, la demandada fundó su crítica en tres pilares esenciales: (i) ausencia de acreditación de la defectuosa prestación del servicio; (ii) omisión de ponderación de la conducta del detenido, en los términos del art. 1111 del Código Civil; y (iii) a todo evento, requirió la disminución de los montos de condena, los que tildó de excesivos y alejados de las pruebas colectadas en la causa.

3. La réplica de la parte actora (fs. 388/405), se ciñe a remarcar las bondades del fallo dictado, poniendo el acento tanto en el deber de custodia y protección que cabe proveer a las personas privadas de su libertad adoptando, para ello, las medidas pertinentes para evitar la configuración de un daño en su persona, como en la circunstancia de que el detenido había anunciado la posibilidad de quitarse la vida, sin que ni con la interposición de un habeas corpus para evitar el suceso, se hubiera logrado la adopción –por parte de la autoridad- de los debidos recaudos de seguridad.

II. Es mi convicción que el recurso merece prosperar.

1. En materia de responsabilidad extracontractual del Estado por falta de servicio resultante de una omisión administrativa –como sería este el caso-, deben concurrir inexcusablemente los siguientes presupuestos de procedencia: a) la existencia de una omisión por parte del Estado o imputable a éste; b) la calificación como antijurídica de dicha omisión, entendida como el incumplimiento a un deber jurídico establecido -expresa o tácitamente- por el ordenamiento; c) la presencia de un daño; y d) la relación de causalidad o nexo de causalidad.

En palabras de la Suprema Corte de Justicia de nuestra provincia, para que el Estado responda deben darse una serie de requisitos objetivos: i) que el daño sea efectivo y no posible; ii) evaluable económicamente; iii) individualizado; iv) que sea consecuencia del accionar de aquél; y en el caso de comportamientos estatales lícitos además se requiere: especialidad y anormalidad, en el sentido de que incida sobre ciertas o algunas personas y supere los pequeños daños derivados de la convivencia (causa Ac. 89.545 “González”, sent. del 8-III-2007).

Advierto que -tal como lo propugna la demandada, aunque en términos disímiles-, a la luz de las probanzas colectadas a lo largo del proceso, no se logra acreditar la configuración de omisión antijurídica alguna que permita sostener con certeza suficiente el incumplimiento de deberes legales por parte del personal policial actuante en la dependencia de Olavarría circunstancia que, a la vez, torna ausente el imprescindible nexo causal entre el hecho (la muerte por suicidio de Figueroa) y el daño inferido a sus derechohabientes.

Por el contrario, estimo que el personal policial tomó las precauciones que la situación fáctica exteriorizaba y en el contexto dado, circunstancia que sirve adecuadamente a los fines de su exoneración de responsabilidad. Veamos.

2. De la declaración testimonial prestada por la Dra. María de los Ángeles Retegui (fs. 296/298), se desprende: a) que recibió un llamado telefónico de la actora, quien le manifestó que “… se sentía mal porque había estado con el marido en la Comisaría y le había dicho que le había llegado la orden de traslado a la Unidad Penitenciaria y que tenía miedo de ir ahí, ya que le había dicho que antes de ir ahí, se iba a matar, ante lo cual la misma le manifestó su miedo porque lo notó convencido…” (respuesta a la segunda pregunta del interrogatorio, a fs. 296 vta./297); b) que en función de ese llamado, fue a la Comisaría “… se entrevista con Figueroa y Porcel, los dos decían el miedo que tenían de ir a la Unidad pero Porcel no dijo que se iba a matar, y sí lo dijo Figueroa, porque no tenía nada que ver con el hecho, según lo manifestaba…” (fs. 297); c) que “… sí tenían conocimiento [que el Sr. Figueroa había decidido suicidarse] al menos los oficiales que estaban de servicio, ya que una vez que la dicente se entrevistó con el detenido, no recordando si en el calabozo o en una oficina, fue al pasillo y se comunicó con el Juzgado de Garantías, atendiendo el celular de turno la Secretaria, Dra. García, expresándole la situación de que quería interponer un habeas corpus para que suspendan el traslado a la Unidad, informándole también de esto al personal policial que estaba allí…” (fs. 297 y vta.); d) al preguntársele a la testigo por los motivos que habría tenido la víctima para tomar la decisión de terminar con su vida, respondió “… que porque tenía miedo de ir a la Unidad, porque sabía que por el delito (violación) que le imputaban iba a tener represalia[s] por parte de los otros presos, porque se consideraba inocente…” (fs. 298).

A su turno prestó declaración –mediante oficio- el señor Defensor Oficial Dr. Martín Alberto Marcelli (fs. 315), de la que surge: a) que la Dra. Retegui lo puso en conocimiento “… que el Sr. Figueroa quería entrevistarse conmigo y que manifestaba que si era trasladado a la Unidad Penitenciaria se quitaría la vida…” (fs. 315); b) al responder si Figueroa le manifestó sus intenciones de quitarse la vida, expuso “… que sí, … haciendo lo mismo con el personal policial en mi presencia y de lo cual puse en conocimiento a la Auxiliar Letrada del Juzgado de Garantías Dra. Marcela García ese mismo día, todos los cuales manifestaron que habrían de tomar medidas al respecto. En ese sentido, también interpuse una acción de habeas corpus en su favor ese mismo día, que es rechazado por el Juzgado de Garantías…” (fs. 315 y vta.).

En base a estas dos declaraciones -únicas pruebas rendidas con alguna entidad para encontrar alguna explicación a los hechos bajo análisis-, se estructura el sentido del fallo apelado. Y es justamente aquí donde no encuentro elementos de peso que me permitan sostener la decisión apelada.

3. Si bien los testimonios precedentemente referenciados son contestes en punto al conocimiento que el personal policial actuante tenía respecto de la decisión de suicidarse del detenido –ambos funcionarios judiciales así lo indican-, lo cierto es que más allá de haber éstos recibido –como afirmaran- tal información de parte de la propia víctima, ninguno de ellos fue lo suficientemente amplio al momento de brindar detalles tanto respecto a la forma en que llegó a conocimiento del personal policial esta novedad (pareciera que fue de un modo meramente tangencial), como de si ellos mismos habían advertido indicios de seriedad en la toma de tal fatal determinación o si, a consecuencia de ellos, requirieron la efectiva custodia del detenido a causa de tal anuncio, si tal presagio no ameritaba la adopción de medidas de corte psicológico o psiquiátrico respecto del detenido –máxime cuando se trataba de su propio defendido-, etc.

La debilidad que encuentro en estas deposiciones -a partir de la orfandad informativa adicional, aunque relevante, que he puesto de resalto-, acentúa aún más mi inclinación hacia su demérito cuando paso revista al escueto expediente de habeas corpus agregado a esta causa –motorizado por el propio Defensor Oficial, Dr. Marcelli- y verifico –no sin cierto escozor- que en su denuncia había omitido toda cita de los hechos y situaciones más relevantes a los que había accedido en ocasión de la entrevista mantenida con su defendido –entre los que cabe colocar, sin hesitación y en un primer plano, la declaración de que había decidido terminar con su vida- lo cual viene a quitar seriedad, firmeza, convicción y confianza al testimonio ofrecido (v. texto de la denuncia en el expedientillo denominado “Anexo Documental II” agregado por cuerda separada).

Es que, según recuerdo, ésa y no otra había sido la razón de la interposición del aludido remedio constitucional; empero, al pasar lectura a sus constancias, se comprueba que el único interés exteriorizado por el Señor Defensor para evitar el traslado del detenido Figueroa de la comisaría a la unidad penal, se centraba en el temor de éste a sufrir represalias físicas por parte de la población carcelaria –por otra parte, tan solo conjeturales- en razón del delito por el que venía imputado, omitiéndose toda referencia a la intención suicida del detenido que, por ese entonces, se vislumbraba como el mal mayor a evitar, en un orden lógico y razonable de probabilidades.

Siendo ello así, la desaprensión profesional puesta de manifiesto en la actuación llevada adelante por el Señor Defensor Oficial, no hace sino restar credibilidad a sus dichos en punto al conocimiento que podía haber llegado a poseer el personal policial, respecto de la seriedad de la decisión suicida supuestamente anoticiada que, en su caso, hubiera merecido la adopción de mayores medidas de protección en aras de evitar el desenlace fatal habido.

4. Desacreditados, según mi visión, los únicos testimonios producidos en correlación al conocimiento certero de la determinación suicida del detenido por parte de los agentes públicos de la dependencia policial, ha menester ponderar si –aún así- en tales condiciones, subsistía la obligación de custodia y protección especial con que la sentencia agrava el debido accionar policial en la emergencia. La respuesta negativa se impone.

El pronunciamiento apelado hace hincapié en el conocido estado emocional del interno -indicio del potencial autoatentado contra su vida que finalmente aconteció-, incumbiendo a la accionada adoptar todas las medidas para neutralizar tal desenlace, máxime cuando ello resultaba una concreta posibilidad ante el padecimiento y mortificación que implica de por sí la privación de la libertad, afirmaciones por demás dogmáticas sin anclaje probatorio adecuado alguno.

Desplazando -por ahora- del análisis la circunstancia –en mi criterio, no comprobada con la intensidad necesaria- relacionada con el conocimiento –por parte del personal policial- del estado emocional del detenido, es mi parecer que el personal involucrado en los hechos que motivaran estas actuaciones obró –en todo momento- dentro de los parámetros normativos que le ofrecían las circunstancias en las que le tocó desplegar su actividad.

De tal forma, no resultan compartibles las afirmaciones del a quo que dan cuenta del incumplimiento con las pautas fijadas en el Reglamento de Detenidos de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, aprobado por Resolución Nª 36.381/77, a poco que se aprecien las siguientes cuestiones:

4.1. No surge de lo actuado, que la autoridad estatal hubiera omitido adoptar las medidas de seguridad necesarias para resguardar la integridad física del detenido (conf. art. 5 del Reglamento), circunstancia que no puede extraerse per se de que éste se hubiese quitado la vida.

En atención a la naturaleza del delito que se le endilgaba (violación), se lo destinó a una celda separada del resto de los detenidos, con baño y conjuntamente con el restante imputado del hecho (ver croquis de fs. 99). Con la ejecución de estas primarias y adecuadas medidas de prevención, debe considerarse convenientemente resguardada prima facie la integridad del detenido.

4.2. Ya producido el deceso de Figueroa, se comprueba que el mismo obedeció a un ahorcamiento, acto para el que utilizó una funda de almohada –a modo de dogal o cuerda- asida de la reja de la ventana del baño contiguo.

Ante estas lamentables circunstancias, tampoco puede estimarse incumplida la carga que al personal policial le viene impuesta por el art. 8 del Reglamento, de retirar “todo otro elemento” que pudiera servir para que el encartado atente contra su vida.

La norma de mención, incluida en el Capítulo III “Del régimen interno”, punto a) “Entrada y registro de detenidos” (fs. 252), luego de mencionar –en su art. 8°- una serie de objetos riesgosos (vgr. fajas, cinturones, tirantes, cordones, corbatas) que deben retirarse al ingreso del detenido, alude genéricamente a “todo otro elemento”, pretendiendo referirse –según entiendo y como así lo expresa también textualmente la norma- a aquellos objetos materiales con aparente aptitud para producir daños para la persona del portador o –agrego- para terceros.

Así, la funda –a la postre- utilizada por el detenido como vehículo para producir su propio ahorcamiento, no constituía por sí misma un objeto susceptible o con potencialidad aparente para producir tremendo desenlace. Si no fuera así, podría predicarse idéntica idoneidad de una sábana, un pantalón, una remera o una camisa, etc., lo cual extendería el contenido y la razón de ser de la norma protectoria a límites seguramente no visualizados por su gestor a la época de su redacción.

De allí que no corresponda achacar al personal policial responsabilidad por la detentación del material utilizado –y, obviamente, no retirado- por el autor del suicidio para consumar el fatal hecho.

Por lo dicho, no resultaría aquí aplicable la solución adoptada por nuestro Máximo Tribunal en un caso de similares contornos al presente, pero en el que se juzgaba la actuación del personal policial que había omitido –en contravención a las disposiciones del aludido Reglamento- retirar los cordones de los zapatos a los detenidos (así como todo otro elemento con el que pudieren cometer suicidio, elemento utilizado a la postre con tal finalidad), sin demostrar que no tuvo a su alcance la posibilidad de evitar la muerte y, con ello, eximirse de la responsabilidad consiguiente. Y es que la incidencia que la omisión en el cumplimiento de los deberes de custodia del detenido, como causa originaria, pudo haber tenido en el desarrollo del suceso dañoso (muerte de aquél) y, por ende, la extensión de la responsabilidad del que incumplió los deberes a su cargo, debe medirse por la previsibilidad que pudo haber tenido del acaecimiento de la concausa (conducta suicida del detenido) (ver al respecto Zavala de González, Matilde, "Resarcimiento de Daños", t. 4, Editorial Hammurabi, especialmente págs. 251 a 259; Fernández Madero Jaime, "Derecho de Daños", Editorial La Ley, págs. 154/155) [causa Ac. 69.485, "Lobato”, sent. del 30-IX-2009].

4.3. Tampoco cabría adjudicar responsabilidad al personal policial por incumplimiento a la manda de someter a los detenidos a exámenes médicos semanales –art. 32 del Reglamento- lo que, tal vez, hubiera podido permitir conocer de antemano la real dimensión de las intenciones suicidas del detenido Figueroa.

Es que de las constancias de la causa no es dable inferir otro momento temporal para determinar la fecha del anuncio de la decisión de suicidarse de Figueroa, como no sea el día en que se enteró de su traslado a la Unidad Penitenciaria de Sierra Chica.

Más allá del conocimiento del personal policial de tal circunstancia con anterioridad a ese momento –que por mi parte he descartado-, lo cierto es que nada hacía presumir –o por lo menos no surge de lo actuado- el fatal desenlace acontecido y mucho menos que la gravedad de la situación hubiera aconsejado una consulta o atención médica siquiátrica o sicológica para desviarlo.

La propia actuación de los funcionarios judiciales que intervinieron por esos días en la gestión procesal para evitar el traslado del detenido Figueroa de la comisaría de Olavarría al penal de Sierra Chica, tampoco deja resquicio para admitir aquella probabilidad.

4.4. En suma no vislumbro que, en el caso, hubiera sido necesaria la adopción de medidas de custodia y protección adicionales a favor del detenido, atento la índole de los sucesos acaecidos los que, en modo alguno, pudieron ser previstos por el personal de la dependencia policial.

5. Con lo expuesto, me hago cargo de la doctrina forjada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación expuesta en la causa registrada en Fallos 327:5857, en la que exigió –en un caso de sustancial analogía con el presente- analizar si la provincia demandada había acreditado diligencia en la custodia de la víctima, descalificando el pronunciamiento de grado que sólo había tenido en cuenta –para, a la postre, relevar de responsabilidad al Estado- los elementos que conducían a postular la culpa del detenido, soslayando ponderar si la demandada había tenido a su alcance evitar el suicidio ocurrido.

Es que de lo actuado en la presente causa, al no contar con elementos de convicción que permitan sostener con suficiencia el conocimiento prístino de un estado de salud emocional compatible con la drástica resolución adoptada respecto de la propia vida, no resulta dable exigir un plus de actividad de custodia o protección a aquellos que se encuentran en posición de otorgarla.

Las simples afirmaciones de los únicos testigos con relación al conocimiento que otros podían tener sobre la decisión (Retegui y Marcelli), frente a la ausencia de todo otro antecedente que permitiera presumir el acaecimiento del infausto hecho, no alcanzan –en mi opinión- para responsabilizar sin más al personal policial por la omisión en la prestación de un servicio que, por lo dicho, nunca pudo superar los niveles normales y habituales, ante la ausencia de reales disparadores de conducta que obligaran la adopción de medidas especiales –y distintas- de protección e indemnidad.

En este sentido, mal podría exigírsele al personal policial mayor celo en su habitual tarea de custodia con base en un supuestamente conocido estado anormal de salud emocional, cuando de ninguna constancia glosada a la causa se desprende ello y cuando las pocas personas que interactuaban con el detenido, en ningún momento aluden a una situación límite –o no- que tornara necesaria –por su entidad- desplegar una conducta protectoria de superior grado atento su importancia y gravedad.

Así, para apreciar si un cierto acto de abstención puede caracterizarse como causa de determinado daño es menester verificar si ese factor negativo puede ser retenido por nuestra mente como elemento dotado de virtualidad suficiente para producir el efecto que sobrevino. Pues causa adecuada de un cierto resultado es el antecedente que lo produce normalmente, según el curso natural y ordinario de las cosas (S.C.B.A. causa Ac. 85.545, ya citada).

Por el contrario, sopeso de modo favorable la circunstancia de haber mantenido al detenido mientras duró su detención (por espacio de casi dos meses), en una celda separada del resto de las personas que, como él, se hallaban también privadas de su libertad, con el fin de evitarle los trastornos y riesgos de agresiones físicas durante su estancia en ese lugar, lo cual no hace sino hablar bien a las claras de una actividad nítidamente desplegada en pos del resguardo de la integridad de su persona.

6. Por lo expuesto, he de disentir con la solución que se somete al Acuerdo, formulando una propuesta diversa. Juzgo que el recurso de apelación de fs. 409/413 merece estima y –consecuentemente- debe revocarse el fallo de la instancia en cuanto hizo lugar a la pretensión indemnizatoria articulada contra la Provincia de Buenos Aires por la suma de pesos doscientos diecisiete mil seiscientos ochenta ($ 217.680,00), con más los intereses hasta su efectivo pago. Las costas de ambas instancias deberán ser impuestas por su orden (art. 51 inciso 1° del C.P.C.A.), difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del decreto ley 8.904/77).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Desestimar –por mayoría- el recurso de apelación incoado a fs. 409/413, confirmándose la sentencia de fs. 388/405. Costas de alzada en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

2. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 decreto ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
